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RADICACIÓN - Recurso de reposición y en subsidio apelación por parte de Finart
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Señores
JUZGADO TREINTA Y NUEVE (39º) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ
jlato39@cendoj.ramajudicial.gov.co
E.                      S.                  D.
 

Referencia                                 Proceso Ordinario Laboral de Primera Instancia
Demandante María Angelica García Osma
Demandado Finart S.A.
Numero de Radicación 11001310503920210013500
Asunto Recurso de reposición y en subsidio apelación

 

Juan Sebastián López Jiménez identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi firma, obrando
en nombre y representación de la compañía demandada Finart S.A. y según poder anexo al presente escrito.
Por medio del presente escrito, me permito presentar recurso de reposición y en subsidio apelación en
contra del auto del 5 de octubre de 2023, notificado mediante estado No. 71 del 6 de octubre de 2023, por
medio del cual se tiene por no contestada la demanda ordinaria laboral de primera instancia promovida por
María Angelica García Osma.

1. Notificaciones
 
Las notificaciones las recibiré en la Secretaría del Juzgado, o en mi oficina ubicada en la carrera 10 # 72-66
Oficina 601 de la ciudad de Bogotá D.C. o al correo electrónico litigioslaboral@scolalegal.com
 
Respetuosamente,
 

____________________________
JUAN SEBASTIÁN LÓPEZ JIMÉNEZ.
C.C. 1.026.573295 de Bogotá
T.P. 282.277 del C. S. de la J
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Señores 
JUZGADO TREINTA Y NUEVE (39º) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

jlato39@cendoj.ramajudicial.gov.co  

E.                      S.                  D. 

 

Referencia  Proceso Ordinario Laboral de Primera Instancia 

Demandante María Angelica García Osma 

Demandado Finart S.A. 

Numero de Radicación 11001310503920210013500 

Asunto Recurso de reposición y en subsidio apelación 

 

Juan Sebastián López Jiménez identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi firma, 

obrando en nombre y representación de la compañía demandada Finart S.A. y según poder anexo 

al presente escrito. Por medio del presente escrito, me permito presentar recurso de reposición y 

en subsidio apelación en contra del auto del 5 de octubre de 2023, notificado mediante estado No. 

71 del 6 de octubre de 2023, por medio del cual se tiene por no contestada la demanda ordinaria 

laboral de primera instancia promovida por María Angelica García Osma en los siguientes términos: 

1. Providencia recurrida 

Se trata del auto interlocutorio de fecha 5 de octubre de 2023, mediante el cual el Despacho 

resolvió, en apartado que no los interesa, lo siguiente: 

“PRIMERO: TENER POR NO CONTESTADA LA DEMANDA por parte de FINART 
S.A., de conformidad con el parágrafo 2° del artículo 31 CPTSS.” 

 
Para comprender el alcance de dicho auto, debemos remitirnos al auto del 09 de mayo de 2023, 
mediante el cual expuso el Despacho, como defectos de la contestación a la demanda de Finart S.A., 
lo siguiente: 
 

1. No allegó el poder con la debida presentación personal como lo dispone el artículo 
74, inc. 2, del CGP o el mensaje de datos mediante el cual el demandado 
(representante legal) lo confirió, de acuerdo con el Art. 5, inc. 1, de la Ley 2213 de 
2022. 
2. No fueron aportadas las pruebas documentales denominadas “Contrato de trabajo 
de la demandante”, “Examen médico de retiro de la demandante”, “Sentencia que 
ordenó el reintegro de la demandante” e “Incapacidades médicas presentas pro la 
demandante”. (Numeral 2 parágrafo 01 art. 31 CPTSS). 
3. Los documentos denominados “informe médico ocupacional de aptitud”, “anexo 
al contrato de trabajo” (cada uno de estos), y “concepto médico de aptitud laboral” 
no fueron solicitados en el acápite de pruebas.” 

 
2. Procedencia y oportunidad de los recursos interpuestos 

Son procedentes los recursos interpuestos teniendo en consideración lo siguiente: 



 

- Recurso de reposición: El artículo 63 del Código de Procedimiento Laboral dispone de 

manera expresa que el recurso de reposición procede contra todo auto interlocutorio 

proferido en el curso del proceso. 

 

Sin lugar a duda, el auto recurrido es uno de los catalogados como interlocutorios, razón 

por la cual es procedente la reposición. 

 

- Recurso de apelación: El artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, 

de manera expresa señala que, el recurso de reposición es procedente en subsidio del 

recurso de apelación cuando: 

 

“(…) Son apelables los siguientes autos proferidos en primera instancia: 

1. El que rechace la demanda o su reforma y el que las dé por no contestada. (…)” 

Adicional a lo anterior, es oportuno el recurso por presentarse dentro del término legal conferido 

por la ley para tal finalidad de conformidad con lo dispuesto en los artículos 63 y 65 del Código de 

Procedimiento Laboral. En atención a ello, deberá el despacho darle el trámite correspondiente. 

3. Sustentación de los recursos 

 

A. Radicación del poder y correo electrónico mediante el cual se otorgó, de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley 2213 de 2022 

 
Como podrá el Despacho observar, en el Certificado de Existencia y Representación Legal de Finart 
S.A., que consta en la página 1 de 11, a folio 15 de 75 del archivo digital “02Demanda.pdf” del 
cuaderno principal del expediente digital, que la dirección electrónica de notificaciones corresponde 
a notificacionesjud@belcorp.biz 
 

 
 
En el mismo certificado, en la página 5 de 11, visible a folio 19 de 75 del archivo digital 
“02Demanda.pdf” del cuaderno principal del expediente digital, se podrá verifica que la 
representación legal de la compañía radica en cabeza del señor Héctor Mauricio Romero Andrade. 
 



 

 
En correo electrónico de fecha 18 de agosto de 2022, remitido desde mi cuenta de correo 
electrónico slopez@scolalegal.com se allegó al despacho el poder debidamente conferido, junto con 
el correo electrónico remitido desde la cuenta notificacionesjud@belcorp.biz, por medio del cual el 
representante legal Héctor Mauricio Romero Andrade me confirió poder especial, de conformidad 
a los dispuesto en el artículo 5º de la Ley 2213 de 2022, a continuación transcrito: 
 

“ARTÍCULO 5°. PODERES. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se podrán 
conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola antefirma, se 
presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal o reconocimiento. 

 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado que 
deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser remitidos 
desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones judiciales.” 

 
El aporte del poder y el correo electrónico por medio del cual se confiere podrán ser verificados en 
el correo de radicación de la contestación a la demanda, anexo al presente escrito y visible a 
continuación: 
 

  
 
Por lo anterior, el mensaje electrónico por medio del cual se remitió el poder firmado fue 
debidamente aportado con la contestación a la demanda de Finart S.A., y, por ende, el auto que 
inadmitió la contestación carece de fundamento en dicho aspecto, al negar su admisión bajo este 
supuesto.  
 
Así las cosas, no pude ser este supuesto el fundamento para inadmitir la demanda y a la postre 
tenerla por no contestada, cuando el documento requerido obra dentro del expediente desde el 
mismo acto de contestación situación que pasa por alto erróneamente el juzgado.  



 

 
B. Radicación de los documentos enunciados 

 
Junto con los anexos de la demanda, en el correo electrónico de radicación de la contestación por 
parte de Finart S.A., de fecha 18 de agosto de 2022, se aportó como prueba el certificado de examen 
médico de retiro de la demandante; hecho que consta en el expediente digital, en carpeta 
denominada “05ContestacionFinart20220818” en el archivo digital de nombre “10anexos6”. Dicho 
documento se encuentra visible a continuación. 
 

 
 
De igual forma, en el correo electrónico de radicación de la contestación a la demanda por Finart 
S.A., de fecha 18 de agosto de 2022, se aportó como prueba las incapacidades médicas presentadas 
por la demandante; hecho que consta en el expediente digital, en carpeta denominada 
“05ContestacionFinart20220818” en el archivo digital de nombre “08anexos4”. Dicho documento 
se encuentra visible a continuación. 
 

 
Por lo anterior, los documentos mencionados fueron debidamente aportados con la contestación 
de Finart S.A., y, por ende, se cumplió a cabalidad el requisito previsto en el Numeral 2º parágrafo 
1º del artículo 31 CPTSS. Así, el auto que inadmitió la contestación de la demanda y el que la tiene 
por no contestada, carecen de fundamento en dicho sentido. 
 
 
 



 

C. Exceso ritual manifiesto en la exigencia del aporte de los documentos con la contestación 
de la demanda que ya reposan dentro del expediente judicial. 

 
Sea lo primero indicar que, el Despacho incurrió en exceso ritual manifestó al resolver tener por no 
contestada la demanda por parte de Finart S.A., dado que omitió aportar unos documentos 
enlistados en el acápite de pruebas. Lo anterior, en el entendido que dichos documentos constan 
dentro del expediente, al haber sido aportados por la parte demandante. 
 
En el expediente digital, en carpeta denominada “01DemandaActaReparto20210325”, se observa 
que la demandante aportó la sentencia judicial que ordenó el reintegro, que consta en el archivo 
digital denominado “02demanda.pdf” en folios 66 a 73, como se observa en el documento visible a 
continuación: 

 
La Corte Constitucional en sentencia T 429 de 2001, con ponencia del M.P. Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub, indicó que las autoridades deben preferir el derecho sustancial que el formalismo descrito 
en la normatividad: 
 

“Esta Corporación ha dicho que el defecto procedimental se enmarca dentro del desarrollo de 
dos preceptos constitucionales: (i) el derecho al debido proceso (artículo 29), el cual entraña, 
entre otras garantías, el respeto que debe tener el funcionario judicial por el procedimiento y 
las formas propias de cada juicio, y (ii) el acceso a la administración de justicia (artículo 228) que 
implica el reconocimiento de la prevalencia del derecho sustancial y la realización de la justicia 
material en la aplicación del derecho procesal. Dentro de la primera categoría, la Corte ha 
considerado que se presenta un defecto procedimental absoluto cuando el funcionario 
desconoce las formas propias de cada juicio. Por excepción, también ha determinado que el 
defecto procedimental puede estructurarse por exceso ritual manifiesto cuando “(...) un 
funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del 
derecho sustancial y por esta vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia”. Es 
decir que el funcionario judicial incurre en un defecto procedimental por exceso ritual 
manifiesto cuando (i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la realización 
efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la verdad jurídica 
objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) por la aplicación en exceso rigurosa 
del derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación devenga en el desconocimiento de 
derechos fundamentales.” (Subraya y negrillas fuera de texto)”. 

 



 

Así las cosas, el Despacho incurrió en exceso ritual manifestó al inadmitir la contestación a la 
demanda, y más aún al tenerla por no contestada por parte de Finart S.A., en cuanto no aportó 
documentos que ya constaban dentro del expediente judicial, sacrificando el derecho de defensa y 
contradicción derivado del debido proceso por el cumplimiento de una simple formalidad. 

 
4. Solicitud especial 

 
Con base en lo anteriormente expuesto, se solicita de manera atenta: 
 

- Al señor Juez de conocimiento: 
 
Primero: Solicito de manera respetuosa que su despacho reponer el auto interlocutorio notificado 
por estado No. 71 del 6 de octubre de 2023 por medio del cual se tiene por no contestada la 
demanda ordinaria laboral de primera instancia promovida por María Angelica García Osma, y, en 
consecuencia, tener por contestada la demanda por parte de Finart S.A. 
 

- los H. Magistrados del Tribunal Superior de Bogotá 

 
En caso de que el recurso de reposición no prospere: 
 
Primero: Revocar en sede de apelación el auto proferido por el Juzgado 39 Laboral de Bogotá D.C., 
por medio del cual se tiene por no contestada la demanda ordinaria laboral de primera instancia 
promovida por María Angelica García Osma, y, en consecuencia, tener por contestada la demanda 
por parte de Finart S.A. 
 

5. Pruebas y anexos 
 

- Correo electrónico de radicación de la contestación por parte de Finart S.A. de fecha 18 de 
agosto de 2022 

6. Notificaciones 
 
Las notificaciones las recibiré en la Secretaría del Juzgado, o en mi oficina ubicada en la carrera 10 
# 72-66 Oficina 601 de la ciudad de Bogotá D.C. o al correo electrónico 
litigioslaboral@scolalegal.com 
 
Respetuosamente, 
 

 
____________________________ 
JUAN SEBASTIÁN LÓPEZ JIMÉNEZ. 
C.C. 1.026.573295 de Bogotá 
T.P. 282.277 del C. S. de la J 
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CONTESTACIÓN DE DEMANDA FINART S.A.DENTRO DEL PROCESO DE LA SEÑORA
MARÍA ANGELICA GARCÍA OSMA (RAD 11001310503920210013500)

Juan Sebastían López <slopez@scolalegal.com>
Jue 18/08/2022 12:52 PM

Para:Juzgado 39 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C. <jlato39@cendoj.ramajudicial.gov.co>

CC:Litigios Laboral Scola <litigioslaboral@scolalegal.com>;Derecho Laboral
<laboral@scolalegal.com>;CAMILO varela castro
<c.varela@abclaboral.com.co>;angegar1016@hotmail.com <angegar1016@hotmail.com>

10 archivos adjuntos (7 MB)

SCOLA 18 08 2022 (CONTESTACIÓN DE DEMANDA).pdf; ULTIMAS_RECOMENDACIONES_MEDICAS.pdf; LIQUIDACIÓN
MARIA ANGELICA GARCIA.pdf; poder firmado.pdf; PODER - PROCESO ORDINARIO LABORAL MARIA ANGELICA GARCIA
OSMA; ANEXOS AL CONTRATO.pdf; CARTA TERMINACIÓN MARIA ANGELICA GARCIA.pdf; incapacidades de la
trabajadora.pdf; 2. Examen Medigo Egreso María Angelica García.pdf; 3 y 4. Tarjeta profesional y cedula de
ciudadaniapdf.pdf;

Señor  
JUEZ TREINTA Y NUEVE (39°) LABORAL DE CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.
E.                                          S.                                         D.
 

REFERENCIA.                               Proceso Ordinario Laboral de MARÍA ANGELICA GARCIA OSMA en contra de
FINART S.A.

 
RADICACIÓN.                11001310503920210013500
 
ASUNTO.                    Contestación a la demanda por parte de FINART S.A.

 
JUAN SEBASTIÁN LÓPEZ JIMÉNEZ identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi firma,
obrando en nombre y representación de la compañía demandada FINART S.A. de acuerdo con el poder que se
adjunta con la presente contestación de la demanda, procedo a pronunciarme sobre los hechos de la demanda.
 
Cordialmente
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Señor   
JUEZ TREINTA Y NUEVE (39°) LABORAL DE CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
E.                                          S.                                         D. 
 

REFERENCIA. Proceso Ordinario Laboral de MARÍA ANGELICA GARCIA OSMA en 
contra de FINART S.A. 

 
RADICACIÓN.  11001310503920210013500 
 
ASUNTO. Contestación a la demanda por parte de FINART S.A. 

 
JUAN SEBASTIÁN LÓPEZ JIMÉNEZ identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de 
mi firma, obrando en nombre y representación de la compañía demandada FINART S.A. de 
acuerdo con el poder que se adjunta con la presente contestación de la demanda, procedo a 
pronunciarme sobre los hechos de la demanda.  
 

1. A LOS HECHOS: 
 

Al 1.  ES CIERTO. 

Al 2.  ES CIERTO.  

Al 3. 

NO ES CIERTO. El último salario de la demandante fue $956.542 para fecha en la 
que se presentó la terminación del contrato de trabajo y previo a la orden de 
reintegro constitucional. Es importante aclarar que, FINART S.A. respetó y cumplió 
la decisión del Juez, más no comparte la misma, de ahí que, se solicita al Señor Juez 
Laboral que imparta justicia en el presente caso y ordene que es inexistente la 
estabilidad laboral reforzada del demandante.  

Al 4. 

NO ME CONSTA: Que la demandante hubiese tenido las patologías médicas que se 
mencionan en el hecho. Es más, mi representada no tenía conocimiento de estas 
para la fecha de terminación del contrato de trabajo. Esto es de vital importancia, 
porque para que se pueda alegar una estabilidad laboral reforzada por salud, es de 
vital importancia que el empleador tuviese conocimiento de la situación médica que 
aqueja al trabajador.  Finalmente es importante tener en cuenta que las 
recomendaciones médicas que presento la demandante al momento de la 
terminación del contrato de trabajo solo estaban vigentes hasta el día 7 de mayo de 
2020, de tal manera que, mi representada actuó conforme a la actuación real de la 
demandante.  

Al 5. 

NO ES CIERTO. Para el momento de la terminación del contrato de trabajo de la 
demandante, mi representada no tenia conocimiento de la calificación de origen de 
la enfermedad, ya que todo el proceso de calificación y posteriores diagnósticos 
médicos fueron con posterioridad al deceso de la relación laboral. Por lo tanto, mi 
representada actuó conforme a derecho. 
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Es más, el examen de retiro ocupacional de la demandante para fecha del 10 de 
junio de 2022, en ningún momento estableció que existiera una imposibilidad 
sustancial para que esta desempeñara sus funciones laborales y mucho menos que 
tuviera una incapacidad o proceso de calificación de salud en curso.  

Al 6. 

NO ES CIERTO: 
 

- Para el momento de la finalización de la relación laboral de la demandante, 
estaba no contaba con recomendaciones médicas o limitaciones que 
afectaran su actividad laboral o exámenes de pérdida de capacidad laboral. 
Tan claro es ello que, dentro del material probatorio adjunto no existe 
prueba que demuestre lo contrario a lo aquí afirmado. 
 

- La demandante ejecutó su relación laboral con normalidad y sin ninguna 
limitación hasta la fecha en que se terminó el contrato de trabajo.  
 

- Es importante que el señor Juez tenga presente que la última incapacidad 
fue concedida en el 23 de enero de 2020, es decir, cuatro meses antes de la 
fecha de la terminación del contrato de trabajo: 
 

 

 
 
Es decir, que se certifica que para el momento de la finalización de la relación 
laboral no existía ninguna situación médica que mi representada tuviera 
conocimiento que impidiera la finalización del contrato de trabajo de la 
demandante.  
 
 

- La causa o motivo de la terminación del contrato de trabajo nada tuvieron 
que ver con las condiciones de salud de la demandante, es más, la misma se 
presentó sin justa causa, es decir, la decisión de terminar su contrato de 
trabajo estuvo estrictamente relacionada con una decisión meramente 
administrativa.   

Al 7. 
NO ES CIERTO: El diagnóstico de calificación de origen de las patologías médicas fue 
posterior a la terminación del contrato de trabajo, en tal sentido el análisis del caso 
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se debe centrar para el tiempo y lugar en la cual se presentó el finiquito de la 
relación laboral.  

Al 8. 

NO ES CIERTO: La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá y 
Cundinamarca notificó a las partes, que la pérdida de capacidad laboral de la 
demandante es de 12.44 %, lo cual equivale a que no sea un sujeto de especial 
protección de acuerdo con lo establecido en la Ley 361 de 1997.  

Al 9º. 

NO ES CIERTO:  Conforme a lo resuelto en el hecho anterior, la Junta Regional de 
Calificación de Invalidez de Bogotá y Cundinamarca notificó a las partes, que la 
pérdida de capacidad laboral de la demandante es de 12.44 %, lo cual equivale a 
que no sea un sujeto de especial protección de acuerdo con lo establecido en la Ley 
361 de 1997.  A la fecha se desconoce por parte de mi representada, si la 
demandante presentó los recursos de Ley frente a la decisión de la organización 
médica.  

Al 10. 

NO ES CIERTO: Para el momento de la terminación del contrato de trabajo de la 
demandante, está no contaba con ninguna recomendación médica vigente. Así 
mismo, es importante tener en cuenta que la Ley 361 de 1997, establece cual es el 
parámetro para determinar si una persona cuenta con una estabilidad laboral 
reforzada por salud es que, esta demuestre que cuenta con una pérdida de 
capacidad laboral igual o superior al 15%. 

Al 11. 

NO ES CIERTO: 
 

- Para el momento de la finalización de la relación laboral de la demandante, 
esta no contaba con recomendaciones médicas o limitaciones que afectaran 
su actividad laboral o exámenes de pérdida de capacidad laboral. Tan claro 
es ello que, dentro del material probatorio adjunto no existe prueba que 
demuestre lo contrario a lo aquí afirmado. 
 

- La demandante ejecutó su relación laboral con normalidad y sin ninguna 
limitación hasta la fecha en que se terminó el contrato de trabajo.  
 

- Es importante que el señor Juez tenga presente que la última incapacidad 
fue concedida el 23 de enero de 2020, es decir, cuatro meses antes de la 
fecha de la terminación del contrato de trabajo: 
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Es decir, que se certifica que para el momento de la finalización de la relación 
laboral no existía ninguna situación médica que mi representada tuviera 
conocimiento que impidiera la finalización del contrato de trabajo de la 
demandante.  
 
La causa o motivo de la terminación del contrato de trabajo nada tuvieron 
que ver con las condiciones de salud de la demandante, es más, la misma se 
presentó sin justa causa, es decir, la decisión de terminar su contrato de 
trabajo estuvo estrictamente relacionada con una decisión meramente 
administrativa.   

Al 12. 

NO ES CIERTO. Mi representada no debía solicitar permiso al Ministerio de Trabajo 
para terminar el contrato de trabajo de la demandante, por la simple razón de que, 
para dicho momento, está, no contaba con incapacidades, recomendaciones 
médicas o dictamen de pérdida de capacidad laboral que posesionara a la 
trabajadora en una condición de estabilidad laboral reforzada. Es más, esta ejecutó 
sus labores hasta el último día de trabajo.  

Al 13. ES CIERTO. 

Al 14. 

NO ES CIERTO: Lo que indicó el Juez fue “ORDENAR al Representante Legal de 
FINART S.A.S., que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a partir de 
la notificación de la presente sentencia, reintegre o renueve contrato laboral a la 
señora MARIA ANGELICA GARCIA OSMA, al cargo que venía ocupando o a uno de 
semejante jerarquía al que la demandante venía desempeñando. Así mismo, el 
representante legal de FINART S.A.S deberá cancelar al accionante los salarios 
dejados de percibir desde la fecha de su despido o desvinculación hasta la fecha que 
se haga efectivo el reintegro, poniéndose al día con las cotizaciones de salud, pensión 
y riesgos profesionales del accionante, dejadas de cancelar. Tales pagos no podrán 
ser presentados como una afiliación, sino como el pago de cotizaciones atrasadas” 

Al 15. ES CIERTO. 

Al 16. ES CIERTO.  

Al 17.  

NO ES CIERTO: 
 

- Para el momento de la finalización de la relación laboral de la demandante, 
estaba no contaba con recomendaciones médicas o limitaciones que 
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afectaran su actividad laboral o exámenes de pérdida de capacidad laboral. 
Tan claro es ello que, dentro del material probatorio adjunto no existe 
prueba que demuestre lo contrario a lo aquí afirmado. 
 

- La demandante ejecutó su relación laboral con normalidad y sin ninguna 
limitación hasta la fecha en que se terminó el contrato de trabajo.  
 

- Es importante que el señor Juez tenga presente que la última incapacidad 
fue concedida el 23 de enero de 2020, es decir, cuatro meses antes de la 
fecha de la terminación del contrato de trabajo: 
 

 

 
 
Es decir, que se certifica que para el momento de la finalización de la relación 
laboral no existía ninguna situación médica que mi representada tuviera 
conocimiento que impidiera la finalización del contrato de trabajo de la 
demandante.  
 
La causa o motivo de la terminación del contrato de trabajo nada tuvieron 
que ver con las condiciones de salud de la demandante, es más, la misma se 
presentó sin justa causa, es decir, la decisión de terminar su contrato de 
trabajo estuvo estrictamente relacionada con una decisión meramente 
administrativa.   

18.  

ES CIERTO, PERO ACLARO: Si bien las mismas han sido calificadas como de origen 
laboral, lo cierto es que, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá y 
Cundinamarca notificó a las partes, que la pérdida de capacidad laboral de la 
demandante es de 12.44 %, lo cual equivale a que no sea un sujeto de especial 
protección de acuerdo con lo establecido en la Ley 361 de 1997.   

 
2. EN CUANTO A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones formuladas en la demanda que pretendan 
hacer recaer en mi representada FINART S.A en cualquier tipo de consecuencia jurídica y/o 
económica en virtud del presente proceso. En tal sentido, solicito al despacho absuelva a mi 
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representada con base en las razones que se expondrán en los hechos, fundamentos y razones 
de la defensa, así como frente a cada hecho y pretensión particular. 

 

A LAS DECLARATIVAS 

A la 1. 
ME OPONGO.  Si la declaración de esta pretensión genera algún perjuicio 
económico o jurídico a mi representada                                            

A la 2 

ME OPONGO.  Por las siguientes razones: 
 

- En primer lugar, la demandante no se encuentra en un estado de 
discapacidad, es más, puede retomar su vida laboral. Cosa muy distinta 
es que cuente con una pérdida de capacidad laboral que es menor al 
15%, lo cual de acuerdo con lo establecido por la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia- Sala Laboral y la Ley 361 de 1997, no cataloga 
como un sujeto de especial protección. Finalmente, es importante 
aclarar que para el momento de terminación del contrato de trabajo la 
demandante no contaba con la misma, así como tampoco contaba con 
incapacidades o recomendaciones médicas vigentes. 
 

- En segundo lugar, la demandante no se encuentra en un estado de 
debilidad manifiesta porque al momento de la terminación del contrato 
de trabajo (antes de la orden de reintegro laboral) ejecutó su contrato 
de trabajo con normalidad, es más, las incapacidades médicas que 
presentó en vigencia de la relación laboral, no tiene ninguna clase de 
relación con las patologías médicas que están siendo calificadas como 
de origen laboral, de ahí que, no sea es dable concluir que mi 
representada debía conocer tal eventualidad.  

A la 3. 

 ME OPONGO.  Toda vez que la pretensión no especifica a que patologías 
médicas requiere que se califiquen como de origen laboral. En tal sentido, 
solicito a su despacho que se abstenga de declarar la siguiente pretensión por 
ser ambigua e indeterminada.  

A la 4. 

ME OPONGO.  Por las siguientes razones: 
 

- En primer lugar, la demandante no se encuentra en un estado de 
discapacidad, es más, puede retomar su vida laboral. Cosa muy distinta 
es que cuente con una pérdida de capacidad laboral que es menor al 
15%, lo cual de acuerdo con lo establecido por la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia- Sala Laboral y la Ley 361 de 1997, no cataloga 
como un sujeto de especial protección. Finalmente, es importante 
aclarar que para el momento de terminación del contrato de trabajo la 
demandante no contaba con la misma, así como tampoco contaba con 
incapacidades o recomendaciones médicas vigentes. 
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- En segundo lugar, la demandante no se encuentra en un estado de 

debilidad manifiesta porque al momento de la terminación del contrato 
de trabajo (antes de la orden de reintegro laboral) ejecutó su contrato 
de trabajo con normalidad, es más, las incapacidades médicas que 
presento en vigencia de la relación laboral, no tiene ninguna clase de 
relación con las patologías médicas que están siendo calificadas como 
de origen laboral, de ahí que, no sea es dable concluir que mi 
representada debía conocer tal eventualidad.  

A la 5. 

ME OPONGO.  En caso de que se generé alguna consecuencia económica o 
jurídica a mi representada, porque FINART S.A. no estaba en la obligación de 
solicitar ninguna clase de permiso al Ministerio de Trabajo para el momento de 
la terminación del contrato de trabajo, por el simple hecho que, la demandante 
no cumplía con los requisitos establecidos en la Ley 361 de 1997 para la fecha 
de terminación del contrato de trabajo. 

A la 6. 

ME OPONGO: Para el momento de la finalización de la relación laboral de la 
demandante, esta no contaba con recomendaciones médicas o limitaciones 
que afectaran su actividad laboral o exámenes de pérdida de capacidad laboral. 
Tan claro es ello que, dentro del material probatorio adjunto no existe prueba 
que demuestre lo contrario a lo aquí afirmado. 

 
- La demandante ejecutó su relación laboral con normalidad y sin ninguna 

limitación hasta la fecha en que se terminó el contrato de trabajo.  
 

- Es importante que el señor Juez tenga presente que la última 
incapacidad fue concedida el 23 de enero de 2020, es decir, cuatro 
meses antes de la fecha de la terminación del contrato de trabajo: 
 

 

 
 
Es decir, que se certifica que para el momento de la finalización de la 
relación laboral no existía ninguna situación médica que mi 
representada tuviera conocimiento que impidiera la finalización del 
contrato de trabajo de la demandante.  
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La causa o motivo de la terminación del contrato de trabajo nada 
tuvieron que ver con las condiciones de salud de la demandante, es más, 
la misma se presentó sin justa causa, es decir, la decisión de terminar su 
contrato de trabajo estuvo estrictamente relacionada con una decisión 
meramente administrativa.   

A LAS PRETENSIONES CONDENATORIAS: 

A la 7.  

ME OPONGO: Para el momento de la finalización de la relación laboral de la 
demandante, estaba no contaba con recomendaciones médicas o limitaciones 
que afectaran su actividad laboral o exámenes de pérdida de capacidad laboral. 
Tan claro es ello que, dentro del material probatorio adjunto no existe prueba 
que demuestre lo contrario a lo aquí afirmado. 

 
- La demandante ejecutó su relación laboral con normalidad y sin ninguna 

limitación hasta la fecha en que se terminó el contrato de trabajo.  
 

- Es importante que el señor Juez tenga presente que la última 
incapacidad fue concedida el 23 de enero de 2020, es decir, cuatro 
meses antes de la fecha de la terminación del contrato de trabajo: 
 

 

 
 
Es decir, que se certifica que para el momento de la finalización de la 
relación laboral no existía ninguna situación médica que mi 
representada tuviera conocimiento que impidiera la finalización del 
contrato de trabajo de la demandante.  
 

- La causa o motivo de la terminación del contrato de trabajo nada 
tuvieron que ver con las condiciones de salud de la demandante, es más, 
la misma se presentó sin justa causa, es decir, la decisión de terminar su 
contrato de trabajo estuvo estrictamente relacionada con una decisión 
meramente administrativa.   

A la 8.  
ME OPONGO: Para el momento de la finalización de la relación laboral de la 
demandante, estaba no contaba con recomendaciones médicas o limitaciones 
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que afectaran su actividad laboral o exámenes de pérdida de capacidad laboral. 
Tan claro es ello que, dentro del material probatorio adjunto no existe prueba 
que demuestre lo contrario a lo aquí afirmado. 

 
- La demandante ejecutó su relación laboral con normalidad y sin ninguna 

limitación hasta la fecha en que se terminó el contrato de trabajo.  
 

- Es importante que el señor Juez tenga presente que la última 
incapacidad fue concedida el 23 de enero de 2020, es decir, cuatro 
meses antes de la fecha de la terminación del contrato de trabajo: 
 

 

 
 
Es decir, que se certifica que para el momento de la finalización de la 
relación laboral no existía ninguna situación médica que mi 
representada tuviera conocimiento que impidiera la finalización del 
contrato de trabajo de la demandante.  
 

La causa o motivo de la terminación del contrato de trabajo nada tuvieron que 
ver con las condiciones de salud de la demandante, es más, la misma se 
presentó sin justa causa, es decir, la decisión de terminar su contrato de trabajo 
estuvo estrictamente relacionada con una decisión meramente administrativa.   

A la 9. 
ME OPONGO: Ya que mi representada no tiene ninguna obligación legal o 
constitucional pendiente con la demandante, al punto que lo pretendido por 
ella resulta ser una actuación de mala fe. 

A la 10. 
ME OPONGO: Ya que mi representada no puso en funcionamiento la 
administración de justicia en el presente caso. 

 
Por todo lo expuesto, no existe vocación de prosperidad de ninguna de las pretensiones 
declarativas o de condena presentadas con la demanda y por ello solicito desde ahora que se 
condene en costas al demandante. 
 

3. HECHOS Y RAZONES DE LA DEFENSA 
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3.1. Inexistencia de estabilidad laboral reforzada por salud: 
 
En el presente proceso estamos frente a la típica demanda en la cual el demandante pretende 
discutir la legalidad de la terminación del contrato de trabajo por una supuesta patología médica, 
cuando lo cierto es que para dicho momento no existía ninguna situación médica consolidada, al 
punto que, el día en el cual se le notificó la terminación del contrato de trabajo a la demandante, 
ella ejecutó su contrato de trabajo con normalidad.  
 
Al respecto, tenemos que la Corte Suprema de Justicia- Sala Laboral en sentencia SL-572 de 2021 
con radicado No. 86728 del 24 de febrero de 2021 y con ponencia del Magistrado Luis Benedicto 
Herrera Díaz estableció que para que una persona pueda acceder a la protección establecida en 
la Ley 361 de 1997 en su artículo 26 es necesario que cuente con examen de pérdida de 
capacidad laboral, ya que de no contar con ello, no es posible afirmar que la persona se 
encuentre bajo una estabilidad laboral reforzada por salud: 
 

“que exigir la calificación de la pérdida de la capacidad laboral para el momento de la 
terminación de la relación laboral no es un capricho ya que esto obedece a que la 
protección por estabilidad laboral reforzada por razones de salud, estatuida por el artículo 
26 de la Ley 361 de 1997, requiere que el trabajador se encuentre en situación de 
discapacidad, al tiempo que ello implica soportar un nivel de limitación en el desempeño 
laboral, necesario para establecer relación directa con el acto discriminatorio que originó 
el despido” (negrilla y resaltado fuera del texto) 

 
Así las cosas, tenemos que el demandante en ningún momento probó dentro del proceso que 
estuviera calificado por encima del 15 % de pérdida de capacidad laboral de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, así como que tampoco estuviera bajo las 
condiciones de suma vulnerabilidad a la terminación del contrato de trabajo, como tampoco que 
las recomendaciones médicas estuvieran vigentes para dicho momento.  
 
En tal entendido, mal haría el despacho en considerar que la trabajadora cumple con los 
requisitos legales y jurisprudenciales para ser acreedora a una estabilidad laboral reforzada por 
salud. De igual manera, es preciso mencionar que la Corte Constitucional en sentencia C-531 de 
2000 cuando se pronunció frente al inciso 2 del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 lo declaró 
exequible bajo el supuesto que:  
 

“carece de todo efecto jurídico el despido o la terminación del contrato de una persona 
por razón de su limitación sin que exista autorización previa de la oficina de Trabajo que 
constate la configuración de la existencia de una justa causa para el despido o terminación 
del respectivo contrato.” (negrilla y resaltado fuera del texto) 

 
Así las cosas, A LA DEMANDANTE NO SE LE TERMINÓ EL CONTRATO DE TRABAJO POR SU 
PRESUNTA CONDICIÓN MÉDICA, puesto que su contrato de trabajo terminó sin justa causa. En 
otras palabras, el contrato finalizó sin que existiera una circunstancia subjetiva que pueda intuir 
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un trato discriminatorio contra la demandante y más cuando mi representada no tenia 
conocimiento del estado de salud alegado por la demandante, al respecto la Corte Constitucional 
en sentencia T-118 de 2019 con ponencia de la Magistrada Cristina Parto Schlesinger, recordó 
los requisitos para la procedencia de la estabilidad laboral reforzada: 
 

“(i) que el peticionario pueda considerarse como una persona discapacitada o con 
reducciones físicas que lo sometan a un estado de debilidad manifiesta para el desarrollo 
de sus labores; (ii) que el empleador tenga conocimiento de tal situación; y (iii) se 
demuestre el nexo causal entre el despido y el estado de salud del actor” (subrayado y 
resaltado fuera del texto) 
 

En tal sentido, brilla por su ausencia aquella prueba que demuestre que FINART S.A. tenia 
conocimiento de las patologías médicas que se alegan en el presente caso. Por lo tanto, si se 
quisiera ser garantista en el caso de la demandante y tomar la posición de la Corte Constitucional 
respecto a esta estabilidad laboral reforzada, se debería concluir que, tampoco bajo dicha tesis 
jurídica la demandante cuenta con una estabilidad laboral reforzada por salud. 
 
Finalmente, es preciso recordar las circunstancias de hecho y derecho que estaban presentes 
para el día 9 de noviembre de 2020, porque nos permitirán concluir de forma acertada que la 
demandante no acreditó para dicho momento las siguientes condiciones: 
 

- Calificación de pérdida de capacidad laboral: Señor Juez, para dicho momento la 
demandante contaba con una pérdida de capacidad laboral igual al 0.0% 
 

- Incapacidades laborales o recomendaciones médicas: Para dicha fecha no contaba con 
ninguno de los dos rubros. Es más, la última incapacidad que se había presentado había 
sido 5 meses antes de la fecha de terminación del contrato de trabajo.  
 

- Inexistencia del nexo causal entre la condición médica de la trabajadora y la terminación 
del contrato de trabajo: la terminación del contrato de trabajo se presentó por una 
circunstancia netamente administrativa, toda vez que, la labor que ejecutaba la 
demandante no seria nuevamente requerida.  
 

3.2. La imposibilidad del reintegro laboral 
  
Entiende erróneamente la parte actora y así lo expone en el acápite de pretensiones, que debe 
reintegrarse al demandante a las actividades que realizaba al momento de la terminación del 
contrato de trabajo, sin embargo, dentro de lo confuso de su escrito no expone, como tampoco 
prueba que su cliente cuente con ninguna de las condiciones forales que tanto la legislación 
como la jurisprudencia contemplan como fueros y sobre los cuales indefectiblemente de 
probarse una de estas situaciones procedería su reintegro.  
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Adicional a lo anteriormente expuesto, es preciso llamar la atención del Despacho sobre el hecho 
de que la legislación y jurisprudencia laboral dispone expresamente los casos especialísimos en 
los que procede la medida del reintegro, como un resarcimiento de un daño, veamos:  
 

- Fuero de salud, el cual se encuentra consagrado en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, 
y que, de acuerdo con la abundante jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema 
de Justicia, procede para aquellos trabajadores que presenten una limitación física, 
psíquica o sensorial y con el carácter de moderada, esto es, que se enmarque en los 
porcentajes de pérdida de la capacidad laboral igual o superior al 15% (véase sentencia 
SL10538-2016 con radicación No. 42451) 
 

- Fuero de maternidad: Contemplado en el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo, 
establece la prohibición de despedir a una mujer embarazada o en lactancia, sin la 
autorización previa del Ministerio del Trabajo.  (véase sentencia SU-070 de 2013) 
 

- Fuero de paternidad extendida: El cual de acuerdo con la Sentencia C-005 de 2017, 
extendió la estabilidad laboral reforzada, al trabajador(a) que tenga la condición de 
cónyuge, compañero permanente o pareja de la mujer en período de embarazo o 
lactancia, que sea beneficiaria de aquel(la), luego el despido sin la autorización del 
Ministerio genera el reintegro laboral.  

 
- Fuero de pre-pensionado: En sentencia T-357 de 2016, la Corte Constitucional definió 

que tiene la condición de prepensionable “toda persona con contrato de trabajo que le 
falten tres (3) o menos años para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o 
semanas de cotización para obtener el disfrute de la pensión de jubilación o vejez. En el 
caso de los prepensionados, la Corte ha protegido los derechos de estas personas cuando 
su desvinculación suponga una afectación de su mínimo vital derivada del hecho de que 
su salario y eventual pensión son la fuente de su sustento económico” (…)  
 

- Fuero circunstancial: El cual se encuentra consagrado en el artículo 405 del Código 
Sustantivo de Trabajo, modificado por el artículo 1° del Decreto Legislativo 204 de 1957, 
define el fuero sindical como “la garantía de que gozan algunos trabajadores de no ser 
despedidos, ni desmejorados en sus condiciones de trabajo, ni trasladados a otros 
establecimientos de la misma empresa o a un municipio distinto, sin justa causa, 
previamente calificada por el juez del trabajo.” 

- Fuero por acoso laboral:   Mediante la sentencia SL7063-2017 con radicación No. 45992, 
precisó el alcance del fuero de acoso laboral, haciendo una extensión del artículo 11 de 
la Ley 1010 de 2006.   

Ante lo expuesto se pude concluir que, las figuras sobre las cuales se debe predicar el reintegro 
se encuentran taxativamente señaladas de manera clara en la legislación y la jurisprudencia 
nacional, como una medida resarcitoria del daño causado por la terminación del contrato de 
trabajo, lo que a todas luces nunca ocurrió en el presente asunto, pues en primer término la 
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demandante NO se encuentra enmarcado dentro de las conductas o circunstancias 
anteriormente descritas. En tal sentido, mi representada no debe acceder a ninguna de las 
pretensiones que solicita el demandante.  

4. EXCEPCIONES DE FONDO 
 

4.1. Inexistencia de las obligaciones demandadas.  
 

La presente excepción está fundamentada en las circunstancias fácticas y jurídicas presentadas 
en el caso en concreto, toda vez que mi representada NO TIENE ninguna obligación pendiente 
con la demandante. Teniendo en cuenta que la terminación de la vinculación laboral obedeció a 
un tema meramente administrativo y no tuvo ninguna relación con la situación de salud del 
trabajador.  
 

4.2. Compensación 
 
Sin que implique reconocimiento de derechos, propongo esta excepción respecto de cualquier 
suma de dinero que hubiere podido recibir el demandante de mi representada y más aquellas 
que la demandante a recibido durante el periodo que transcurrió entre la sentencia de tutela y 
la sentencia de su despacho.  
 

4.3. Enriquecimiento sin causa de la demandante. 
 
Sin que ello implique aceptación de hecho o derecho alguno, es evidente que ante la inexistencia 
del derecho para reclamar y en caso de una condena en contra de mí representada se generaría 
un enriquecimiento sin justa causa en cabeza de la DEMANDANTE, habida cuenta que mi 
poderdante se encuentra al día en el pago de los salarios, prestaciones sociales y cualquier 
obligación de orden laboral. 
 
También ha señalado la doctrina “en cuanto al enriquecimiento injusto, fuente que es, como bien 
se sabe, de obligaciones, y que tiene lugar cuando independientemente de toda causa jurídica se 
presenta el desplazamiento o disminución de un patrimonio a expensas de otro, de largo tiempo 
atrás doctrina y jurisprudencia han determinado sus elementos integrantes, cuales son el 
aumento de un patrimonio y un empobrecimiento correlativo, amén de la carencia de causa o 
fundamento jurídico que justifique tal desplazamiento patrimonial, factores estos entre los 
cuales- y asunto es por cierto que salta a la vista-, es el último de los enunciados el que informa 
la figura y recoge el principio general de que nadie puede enriquecerse torticeramente a costa de 
los demás, a lo que ha de agregarse que para estos efectos debe entenderse por causa, no aquella 
a que se refiere el artículo 1524 del código civil, sino la preexistencia de una relación o vinculo 
jurídico entre el enriquecedor y el empobrecido que justifique el movimiento patrimonial1.  

 
1 Cas. 27 de marzo de 1939, XLVIII; 9 de junio de 1971; 26 de marzo de 1958).EN: C.S.J. MP. Edgardo Villamil Portilla. 
Octubre de 2009 



 

                                                                                                                                       

 
14 

 

 
Estos requisitos han sido precisados actualmente por nuestros altos tribunales de justicia, 
quedando compendiados en tres requisitos esenciales: 
 

1. Un aumento patrimonial a favor de una persona; 
2. Una disminución patrimonial en contra de otra persona, la cual es inversamente 
proporcional al incremento patrimonial del primero; 
3. La ausencia de una causa que justifique las dos primeras situaciones 

 
4.4. Buena fe 

 
La buena fe ha pasado de ser un principio general de derecho para transformarse en un 
postulado constitucional, su aplicación y proyección ha adquirido nuevas implicaciones, en 
cuanto a su función integradora del ordenamiento y reguladora de las relaciones entre los 
particulares y entre estos y el Estado, y en tanto postulado constitucional, irradia las relaciones 
jurídicas entre particulares. Mi representada ha actuado acorde a derecho, con la convicción 
derivada del conocimiento de su buen proceder. 
 

4.5. Prescripción  
 

Sin que tampoco implique reconocimiento de derechos, propongo esta excepción frente a 
cualquier concepto que se encuentre prescrito, de conformidad con lo consagrado en los 
artículos 151 del C.P.L y 488 Del C.S.T. 
 

4.6. Mala fe de la demandante.  
 
Por el contrario, se propone para consideración del despacho la excepción de mala fe del 
demandante quien, siendo consciente de la inexistencia de sus derechos, presenta esta 
reclamación totalmente infundada en contra de mi representada.  
 

4.7. Excepción genérica 
 
Se solicita que de acuerdo con el contenido del artículo 282 del Código General del Proceso, 
aplicable por integración normativa, se reconozca de oficio cualquier excepción fundamentada 
en aquellos hechos que se encuentren debidamente probados en el curso del presente proceso.  
 

4.8. Incumplimiento al deber probatorio. 
 

Se reitera lo expuesto en la respuesta a los hechos y pretensiones de la demanda, así como en 
el acápite de hechos, fundamentos y razones de la defensa, en cuanto a que el demandante y su 
apoderado incumplen en el deber procesal establecido en el artículo 167 del Código General del 
Proceso, aplicable por remisión expresa del 145 del Código Sustantivo del Trabajo. 
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Se ha demostrado que las manifestaciones contenidas en la relación fáctica de la demanda son 
carentes de todo sustento probatorio. Por esta razón, no será dable que el Juzgado tenga por 
probado los hechos de la demanda y en tal sentido deberá desechar las pretensiones de esta. 
 

5. MEDIOS DE PRUEBA  
 

5.1. Interrogatorio de parte: 
 
Se solicita al Juzgado citar a la demandante para que comparezca ante el juzgado en la fecha y 
hora que el Despacho disponga para que respondan el interrogatorio de parte que oralmente y 
en esa misma audiencia formularé.  
 

5.2. Documentales: 
 
 Se aportan como pruebas documentales las siguientes:  
 

- Contrato de trabajo de la demandante. 
- Carta de terminación del contrato de trabajo de la demandante. 
- Examen médico de retiro de la demandante.  
- Ultimas recomendaciones médicas de la demandante.  
- Liquidación final del contrato de trabajo de la demandante. 
- Sentencia que ordenó el reintegro de la demandante.  
- Incapacidades médicas presentas pro la demandante.  
 

TESTIMONIALES: Se solicita al Despacho de manera respetuosa, con el fin de que se decreten los 
siguientes testimonios para que las personas que se relacionan a continuación depongan frente 
a lo que le conste o sepan de y que directamente tenga relación con los hechos, pretensiones y 
pruebas de la demanda y su contestación:   
 

- Astrid Flores.  
- Ivonne Tamayo 

6. ANEXOS 
 
Anexo a la presente contestación de demanda los siguientes documentos 
 

- Lo anunciado en el acápite de pruebas. 
- Poder. 
- Certificado de existencia y representación legal.  

 
7. Notificaciones 

 
Las recibiré en la Secretaría del Juzgado, o en mi oficina ubicada carrera 10 # 72-66 oficina 601 
o al correo electrónico slopez@scolalegal.com y litigioslaboral@scolalegal.com  
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Agradeciendo la atención a la presente, 
 
Del Señor Juez,  
 

 
JUAN SEBASTIÁN LÓPEZ JIMÉNEZ.   
C.C.  1.026.573295 de Bogotá                                                                                              
T.P.  282.277 del C. S. de la J   
 







 
 

SEÑOR: 

JUZGADO TREINTA Y NUEVE (39°) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

E.   S.   D. 

 

REF.: PODER ESPECIAL PARA ACTUAR EN REPRSENTACIÓN DE FINART S.A. DENTRO DEL PROCESO ORDINARIO LABORAL 
INICIADO POR LA SEÑORA ANGELICA GARCIA OSMA 
 
Rad: 11001310503920210013500. 
 

HECTOR MAURICIO ROMERO ANDRADE, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá, identificado con la cédula 

de ciudadanía No. 79.862.189, en calidad de representante legal de FINART S.A. empresa legalmente constituida e 

identificada con NIT. 830.044.180-8, por medio del presente escrito confiero poder especial amplio y suficiente, al Doctor 

PABLO HERNANDEZ HUSSEIN, mayor de edad, identificado con la C. C. No. 1.016.002.493 de Bogotá D.C., y portador de 

la T. P. No. 221.596 del C. S. de la J.  en calidad de apoderado principal y a los Doctores MANUEL ALEJANDRO PLAZAS 

RODRIGUEZ identificado con C.C. 79.918.270 de Bogotá y Tarjeta Profesional No. 226.708 del Consejo Superior de la 

Judicatura, y/o al Doctor JUAN SEBASTIAN LOPÉZ JIMÉNEZ identificado con C.C. 1.026.573.295 de Bogotá y Tarjeta 

Profesional 282.277 del Consejo Superior de la Judicatura y/o NÉSTOR JULIÁN SACIPA LOZANO identificado con C.C. 

1.020.768.041 de Bogotá y Tarjeta Profesional 289.540 del Consejo Superior de la Judicatura y/o CARLOS ALBERTO 

CAMARGO MEJÍA, mayor y vecino de Cali, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.144.067.362 de Cali y portador de 

la Tarjeta Profesional No. 271.841 del Consejo Superior de la Judicatura en calidad de apoderados suplentes, para que nos 

represente dentro del proceso de la referencia y procedan a contestar demanda. además de todas las actuaciones dentro 

del mismo y conexas y todas las que se requieran para ejercer en debida forma el presente mandato, sin limitarlo a las 

expuestas, incluso de interponer los recursos necesarios.   

 

Los apoderados cuentan con todas las facultades inherentes para el ejercicio del presente poder, en especial las de 

transigir, notificar, conciliar, sustituir, desistir, renunciar, reasumir y todas aquellas que atienden al buen cumplimiento de 

su gestión encomendada y en especial las señaladas en el artículo 77 del Código General del Proceso. De igual forma los 

apoderados podrán ser notificados al correo litigioslaboral@scolalegal.com  

 

Atentamente, 

 

 

________________________ 

HECTOR MAURICIO ROMERO ANDRADE 
C.C. No. 79.862.189 
Representante Legal 
FINART S.A. 
 
Acepto, 

_____________________________ 

PABLO HERNANDEZ HUSSEIN 

C. C. No. 1.016.002.493 de Bogotá  

T. P. No. 221.596 del C. S. de la J. 

phernandez@scolalegal.com  

                                                                                                                              

__________________________                                                                                     _______________________ 
MANUEL ALEJANDRO PLAZAS R                          JUAN SEBASTIAN LOPÉZ J. 
C.C.  79.918.270 de Bogotá                                                                                              C.C. 1.026.573.295 de Bogotá        

T.P.  226.708 del C. S. de la J                                          T.P.  282. 277 del C. S. de J 

mplazas@scolalegal.com                                                                                                 slopez@scolalegal.com  

 



 
 

____________________________ 

NESTOR JULIAN SACIPA LOZANO.  

C. C. No1.020.768.041 de Bogotá  

T. P. No. 289.540 del C. S. de la J. 

nsacipa@scolalegal.com  

 

 

 

_____________________________ 

CARLOS ALBERTO CAMARGO MEJÍA  

C.C No.: 1.144.067.362 de Cali.  

T.P No.: 271.841 del C.s. de la J. 

ccamargo@scolalegal.com  
 

























































Nit: 830044180-8 

 

 

 

 

 

Bogotá D.C  01 de Junio de  2020 

Señores 

CENTRO MEDICO 

HOLISTICO 

CRA 39 N. 25- A 58 

CORFERIAS 

Ciudad 

REF: EXAMENES MEDICOS DE INGRESO Y/O RETIRO 

 
 

Con la presente comunicación autorizamos a CENTRO MEDICO HOLISTICO, para 

practicar EXAMEN MEDICO DE: RETIRO 

 

A: GARCIA OSMA MARIA ANGELICA 
 

    Identificado con cédula de Ciudadanía N. 52486718 
 
 

 

Les agradecemos hacer llegar los resultados del examen a nuestras oficinas. 

Cordialmente, 
 

IVONNE TAMAYO 

JEFE GESTION HUMANA 
 
 
 
 

 
 
 

Finart S.A.S. 
Carrera 127 No. 15B – 60 Bodegas 9, 10 y 11 

PBX (571) 594 60 20 Ext: 105, 109, 252, 133, 108, 

Bogotá D.C. – Colombia 



Nit: 830044180-8 

 

 

 

01 de junio de 2020 
 
 
 
 
 
Señor (a) 
MARIA ANGELICA GARCIA OSMA 

 ciudad.  
  
Respetado (a) señor (a): 
 
 
La empresa ha decidido cancelar su contrato de trabajo en forma unilateral, y Sin justa 
causa a partir del 01 de junio   de 2020 
 
 
Las prestaciones legales correspondientes estarán disponibles en el área de Gestión 
Humana con su correspondiente indemnización. 
 
 

De otro lado su examen médico de Egreso será en el CENTRO MEDICO 
HOLISTICO CRA 39 n. 25- A 58 CORFERIAS Por favor presentar Cedula de 
Ciudadanía. 
 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 
 

MAURICIO ROMERO ANDRADE  MARIA ANGELICA GARCIA OSMA 

GERENTE GENERAL    C.C.52486718 

 

 

 

 

 
 









Corporacion Centro Holistico CCH

INFORME MÉDICO OCUPACIONAL DE APTITUD

Nit. 900309408 - 4

Tel: (1) 6298496
Dirección: Calle 118 No. 20 - 13

RETIRO

Ingreso RetiroPeriódico x

Trabajo en alturas

Post incapacidad

Control Reubicación Ingreso al SVE
Tipo certificación: Caso ocupacional

CC  52486718Doc. Identidad

AUXILIAR DE PRODUCCIÓN

MARIA ANGELICA GARCIA OSMA

Cargo

Nombre

FINART SAS - FINART SAS - RETIROEmpresa

DATOS DEL PACIENTE

10/06/2020 08:26:00Fecha

Edad Teléfono39 Años 3112249259

1 2 3

SE PRACTICARON LOS SIGUIENTES PARACLÍNICOS

4 5 6

7 8 9

CONCEPTO

RECOMENDACIONES Y OBSERVACIONES

REALIZAR PAUSAS ACTIVAS OSTEOMUSCULARES DOS VECES AL DIA - HIGIENE DE POSTURA - ESTIRAMIENTOS Y PRECALENTAMIENTO
ANTES , DURANTE Y DESPUES  DE UNA ANCTIVIDAD - HABITOS SALUDABLES DE VIDA- DIETA BALANCEADA 


CONTINUAR CONTROLES CON MEDICO TRATANTE POR EPS Y ARL  POR PATOLOGIAS DE BASE

RESTRICCIONES

REMISIÓN SI NO ARL EPSx SI NOSI NO

SISTEMA DE VIGILANCIA EPIDEMIOLÓGICA
Visual Auditivo Respiratorio Cardiovascular Psicosocial Ergonómico Otros

Resolución Salud Ocupacional  Corporación Centro Holístico 13210 15/10/2010

Los resultados fueron consignados en una historia clínica ocupacional que reposará en nuestra IPS.

CAROLINA SUAREZ QUINTERO


Especialidad: MEDICINA OCUPACIONAL



CC: 1026274989 RM:
Captura Biometrica

Dirección: Calle 118 No. 20 - 13    Teléfono: (1) 6298496
Email: paolagarcia@centro-holistico.com

Trabajador: MARIA ANGELICA GARCIA OSMA
CC: 52486718

Declaro que todos los datos registrados corresponden a la verdad
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